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RAZÓN DE RELATORÍA 

Vista la Causa 01468-2011-PArrC por la Sala Primera del Tribunar Constitucional y 
habiéndose producido discordia entre los magistrados que la integran, Álvarez Miranda, 
Beaumont Callirgos y Vergara Gotelli, se ha llamado para dirimirla al magistrado 
Urviola Hani, quien se ha adherido al voto de los magistrados Álvarez Miranda y 
Beaumont Callirgos, con lo cual se ha alcanzado mayoría. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 19 días del mes de setiembre de 20 11 , la Sala Primera del 
Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Álvarez Miranda, Beaumont 
Callirgos y Urviola Hani, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Crisanto Castillo Chávez 
contra la resolución expedida por la Primera Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia 
de Junín, de fojas 55, su fecha 7 . mbre de 2010, que declara improcedente, in 
límine, la demanda de autos. 

ANTECEDENTES 

El recurrente interpone emanda de amparo contra el Ministerio de Agricultura 
Sucursal Huancayo, solicit do que se declaren inaplicables la Resolución Directoral 
475-2005-AG-OGA-OP y la Resolución Ministerial 916-2005-AG, que 
desestimaron su solicit de incorporación al régimen del Decreto Ley 20530, y que, en 
consecuencia, se le orgue una pensión de jubilación de conformidad con el citado 
reglmen y sus nor s conexas, con el abono de las pensiones devengadas y los intereses 
legales correspondientes. 

El Quinto Juzgado Especializado Civil de Huancayo, con fecha 26 de octubre de 
2009, declara improcedente, in límine, la demanda, por considerar que el demandante 
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debe acudir a un proceso que cuente con etapa probatoria por ser la vía igualmente 
satisfactoria. 

La Sala Superior competente confirma la apelada, por el mismo fundamento . 

FUNDAMENTOS 

Procedencia de la demanda 

1. Previamente este Colegiado considera pertinente pronunciarse sobre el rechazo 
liminar del cual ha sido objeto la demanda, sosteniéndose que la pretensión del 
demandante corresponde ser dilucidada en el proceso contencioso-administrativo, 
dado que no se encuentra dentro de los supuestos de la STC l417-2005-PA/TC, que 
delimita el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la pensión. 

2. Sin embargo, en atención a los criterios de procedencia establecidos en el 
fundamento 37 de la STC 1417-2005-PAITC, que constituyen precedente 
vinculante, este Tribunal ha determinado que forman parte del contenido esencial 
directamente protegido por el derecho fundamental a la pensión las disposiciones 
legales que establecen los requisitos para el disfrute de tal derecho y que la 
titularidad del derecho invocado debe estar acreditada para que sea posible emitir 
pronunciamiento. 

3. En tal sentido y considerando los principio onomía y celeridad procesal, así 
como el cumplimiento de lo dispu por artículo 47, in fine, del Código 
Procesal Constitucional, dado a fojas de autos se evidencia que se puso en 
conocimiento del emplazado el rec o de apelación interpuesto contra la 
resolución que rechazó liminarme la demanda y el auto que lo concede, 
corresponde analizar al fondo de l cuestión controvertida. 

Delimitación del petitorio 

4. El demandante solici el otorgamiento de una penslOn de jubilación de 
conformidad con e régimen del Decreto Ley 20530; consecuentemente, su 

etensión se encu ntra comprendida en el supuesto previsto en el fundamento 37.b 
la sentencia mencionada, motivo por el cual se analizará el fondo de la cuestión 

ntrovertida. 
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Análisis de la controversia 

5. Previamente debe precisarse que la procedencia de la pretensión del demandante se 
evaluará a la luz de las disposiciones vigentes hasta el 30 de noviembre de 2004, 
fecha en que se promulgó la Ley 28449 -que estableció nuevas reglas al régimen del 
Decreto Ley 20530- , puesto que en autos se observa que su cese laboral se produjo 
antes de la entrada en vigor de la mencionada norma modificatoria del régimen 
previsional. 

6. De las cuestionadas resoluciones obrantes de fojas 16 a 18 de autos, se advierte que 
la solicitud de incorporación al régimen pensionario del Decreto Ley 20530, 
presentada por el demandante, fue desestimada porque no acreditó haberse 
encontrado prestando servicios para el Estado en condición de nombrado o 
contratado al 26 de febrero de 1974 (fecha de la dación del Decreto Ley 20530), y 
tampoco haberse encontrado laborando para la Administración Pública dentro de los 
alcances del Decreto Legislativo 276, al 24 de junio de 1989 (fecha desde la cual 
estuvo vigente la Ley 25066) . 

7. Al respecto, debemos precisar que el artículo 27 de la Ley 25066 establece que "Los 
funcionarios y servidores públicos que se encontraban laborando para el Estado en 
condición de nombrados y contratados a la fecha de dación del Decreto Ley 20530, 
están facultados para quedar comprendidos en el régimen de pensiones a cargo del 
Estado, establecido por dicho decreto ley, siempre que a la dación de la presente (23 
de junio de 1989), se encuentren prestando servicios al Estado dentro de los 
alcances de la Ley 11377 y Decreto Legislativo 

De esta disposición se desprende que lo uncionarios y servidores públicos que 
ingresaron a la Administración Públi antes del 26 de febrero de 1974, como 
nombrados o contratados al ampar del Decreto Ley 11377, y que a la fecha de 
vigencia de la Ley 25066 se e ontrasen laborando a favor del Estado bajo los 
alcances del Decreto Legisl va 276, tienen el derecho de ser incorporados al 
régimen del Decreto Ley 2 30. 

9. En el presente caso, n los documentos obrantes de autos, el demandante no ha 
acreditado haberse e contrado laborando para el Estado en condición de nombrado 

ontratado al 26 de febrero de 1974; en consecuencia, al no haber cumplido con el 
imer requisito establecido por el artículo 27 de la Ley 25066, debe desestimarse la 
manda. 
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Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar INFUNDADA la demanda. 

ss. 

ÁLV AREZ MIRANDA 
BEAUMONT CALLIRGOS 
URVIOLA HANI 
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS ÁLV AREZ MIRANDA 
y BEAUMONT CALLIRGOS 

Sustentamos el presente voto en las consideraciones siguientes: 

FUNDAMENTOS 

Procedencia de la demanda 

l . Previamente este Colegiado considera pertinente pronunciarse sobre el rechazo 
liminar del cual ha sido objeto la demanda, sosteniéndose que la pretensión del 
demandante corresponde ser dilucidada en el proceso contencioso-administrativo, 
dado que no se encuentra dentro de los supuestos de la STC 1417-2005-PArrC, que 
delimita el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la pensión. 

2. Sin embargo, en atención a los criterios de procedencia establecidos en el 
fundamento 37 de la STC 1417-2005-PArrC, que constituyen precedente 
vinculante, este Tribunal ha determinado que forman parte del contenido esencial 
directamente protegido por el derecho fundamental a la pensión las disposiciones 
legales que establecen los requisitos para el disfrute de tal derecho y que la 
titularidad del derecho invocado debe est ditada para que sea posible emitir 
pronunciamiento. 

3. En tal sentido y considerando los princi 'os de economía y celeridad procesal, así 
como el cumplimiento de lo dispue o por el artículo 47, in fine, del Código 
Procesal Constitucional, dado que fojas 41 de autos se evidencia que se puso en 
conocimiento del emplazado recurso de apelación interpuesto contra la 
resolución que rechazó limi rmente la demanda y el auto que lo concede, 
corresponde analizar al fond de la cuestión controvertida. 

Delimitación del petitorio 

el otorgamiento de una penSlOn de jubilación de 
onformidad con el régimen del Decreto Ley 20530; consecuentemente, su 
retensión se encuentra comprendida en el supuesto previsto en el fundamento 37.b 
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de la sentencia mencionada, motivo por el cual se analizará el fondo de la cuestión 
controvertida. 

Análisis de la controversia 

5. Previamente debe precisarse que la procedencia de la pretensión del demandante se 
evaluará a la luz de las disposiciones vigentes hasta el 30 de noviembre de 2004, 
fecha en que se promulgó la Ley 28449 -<}ue estableció nuevas reglas al régimen del 
Decreto Ley 20530-, puesto que en autos se observa que su cese laboral se produjo 
antes de la entrada en vigor de la mencionada norma modificatoria del régimen 
previsional. 

6. De las cuestionadas resoluciones obrantes de fojas 16 a 18 de autos, se advierte que 
la solicitud de incorporación al régimen pensionario del Decreto Ley 20530, 
presentada por el demandante, fue desestimada porque no acreditó haberse 
encontrado prestando servicios para el Estado en condición de nombrado o 
contratado al 26 de febrero de 1974 (fecha de la dación del Decreto Ley 20530), y 
tampoco haberse encontrado laborando para la Administración Pública dentro de los 
alcances del Decreto Legislativo 276, al 24 de junio de 1989 (fecha desde la cual 
estuvo vigente la Ley 25066). 

7. Al respecto, debemos precisar que el artículo 27 de la Ley 25066 establece que "Los 
funcionarios y servidores públicos que se encontraban laborando para el Estado en 
condición de nombrados y contratados a la fe dación del Decreto Ley 20530, 
están facultados para quedar comprendo s en el gimen de pensiones a cargo del 
Estado, establecido por dicho decreto ley, siem que a la dación de la presente (23 
de junio de 1989), se encuentren prestan servIcIos al Estado dentro de los 
alcances de la Ley 11377 y Decreto Legis ivo 276". 

8. De esta disposición se desprende e los funcionarios y servidores públicos que 
ingresaron a la Administración blica antes del 26 de febrero de 1974, como 
nombrados o contratados al a aro del Decreto Ley 11377, y que a la fecha de 
vigencia de la Ley 25066 s encontrasen laborando a favor del Estado bajo los 
alcances del Decreto Le . lativo 276, tienen el derecho de ser incorporados al 
régimen del Decreto Ley, 0530. 

9. En el presente caso, on los documentos obrantes de autos, el demandante no ha 
acreditado haberse ncontrado laborando para el Estado en condición de nombrado 
o contratado al 26 de febrero de 1974; en consecuencia, al no haber cumplido con el 
primer requisito establecido por el artículo 27 de la Ley 25066, debe desestimarse la 
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demanda. 

Por estas consideraciones, se debe declarar INFUNDADA la~da. 

SS. / 

ÁLV AREZ MIRANDA 
BEAUMONT CALLIRG 

lo 
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VOTO EN DISCORDIA DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI 

Emito el presente voto en discordia bajo las siguientes consideraciones: 

1. En el presente caso la recurrente interpone demanda de amparo contra el Ministerio de 
Agricultura - Sucursal Huancayo, con la finalidad de que se declare la inaplicabilidad 
de la Resolución Directoral 475-2005-AG-OGA-OPER y la Resolución Ministerial 
916-2005-AG, que desestimaron su solicitud de incorporación al régimen del Decreto 
Ley 20530, y que, en consecuencia, se le otorgue una pensión de jubilación de 
conformidad con el citado régimen y sus normas conexas, más el abono de las 
pensio~S'í e ngadas y los intereses legales correspondientes. 

" ./ 

2. El Quinto Juzg do Especializado Civil de Huancayo rechazó liminarmente la demanda 
• pór considerar que el demandante debe acudir a un proceso que cuente con etapa 
. probatoria por er la vía igualmente satisfactoria. La Sala Superior revisora confirmó la 

apelada por el ismo fundamento. 

1 

3. Entonces tenemos que el tema de la alzada trata de un rechazo liminar de la demanda 
(ab initio) , en las dos instancias (grados) precedentes, lo que si'gnifica que no hay 
proceso y por lo tanto no existe demandado (emplazado). Por ello cabe mencionar que 
si el Superior no está conforme con el auto venido en grado debe revocarlo para 
vincular a quien todavía no es demandado puesto que no ha sido emplazado por 
notificación expresa y formal requerida por la ley. Lo que se pone en conocimiento es 
"el recurso interpuesto" y no la demanda. Por esto es que el Tribunal Constitucional al 
intervenir como tribunal de alzada debe limitarse al auto de rechazo liminar. 

4. Debo manifestar que al concedérsele al actor el recurso extraordinario de agravio 
constitucional, el principio de limitación aplicable a toda la actividad recursiva le 
impone al Tribunal Constitucional (Tribunal de alzada) la limitación de sólo referirse al 
tema de la alzada, en este caso nada más y nada menos que el auto de rechazo liminar. 

5. Debo señalar que el artículo 47° del Código Procesal Constitucional en su último 
parágrafo precisa ciertamente que "si la resolución que declara la improcedencia (auto 
de rechazo liminar evacuado por el Juez al calificar la demanda) fuese apelada, el juez 
pondrá en conocimiento del demandado el recurso interpuesto". Este mandato tiene un 
sustento en la más elemental lógica: el recurso de apelación concedido y notificado al 
que debería ser considerado demandado si la sala superior revoca el auto cuestionado, 
produce efectos para ambas partes. 
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6. Por cierto si el Superior revoca el auto venido en grado, para vincular a quien todavía 
no es demandado puesto que no ha sido emplazado por notificación expresa y formal 
por no existir proceso y no ser él, por tanto, demandado, tiene que ponérsele en su 
conocimiento "el recurso interpuesto" y no la demanda, obviamente. 

7. En atención a lo señalado es materia de la alzada el pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional respecto del rechazo liminar, estando en facultad sólo para pronunciarse 
por la confirmatoria del auto recurrido o por la revocatoria de éste, y excepcionalmente 
en cuando se trate de casos que amerite un pronunciamiento de emergencia por tutela 
urgente del derecho se podría ingresar al fondo del asunto controvertido. 

8. En el presente caso encuentro que la actora solicita a través del proceso de amparo el 
otorgamiento de la pensión de jubilación de conformidad con el régimen del decreto ley 
20530, siendo necesario contrastar la documentación presentada con la demanda, a 
efectos de verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos por ley. En tal sentido al 
carecer los procesos constitucionales de etapa probatoria y al no haberse acreditado de 
manera fehaciente los requisitos, corresponde confirmar el auto de rechazo liminar con 
la finalidad de que acuda a un proceso que cuente con etapa probatoria a fin de acreditar 
el cumplimiento de los requisitos exigidos por ley. 

9. El proyecto de resolución que se pone a mi consideración trae una sentencia a través de 
la cual se rechaza la demanda por infundada, contra lo que es materia de la intervención 
de este Tribunal: auto que rechaza liminarmente la demanda por traer ésta a la vía 
constitucional de amparo una materia que necesita etapa probatoria. Es decir no siendo 
materia de cuestionamiento a través del recurso de agravio constitucional propiamente 
la pretensión sino el auto que deniega de plano su demanda, este Colegiado va más allá 
y se pronuncia por un tema que no es materia del recurso, lo que contraviene 
propiamente no solo el derecho de defensa del demandado sino el principio de 
limitación. 

\ 
voto es porq; se declare IMPROCEDENTE la demanda de 

rrente. 

Sr. 
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VOTO DEL MAGISTRADO URVIOLA HANI 

De acuerdo con la Resolución de 4 de agosto del 2011 y de conformidad con el artículo 5 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional y del artículo 11°-A de su Reglamento 
Normativo emito el presente voto, asumiendo el suscrito los fundamentos y la conclusión del 
voto de los magistrados Álvarez Miranda y Beaumont Callirgos. 

Sr. 
URVIOLA HANI 
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